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REF.  Exp. T. No. 11001 22 03 000 2010 00097 01
Se decide la impugnación interpuesta por la accionante contra la sentencia dictada el 9 de febrero de 2010, mediante la cual el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Civil, negó la acción de tutela promovida por el Banco BBVA Colombia S.A. frente al Juzgado Treinta Civil Circuito de esta misma ciudad.

EL RECLAMO CONSTITUCIONAL
Y SU FUNDAMENTO

1º. Demandó la peticionaria, por conducto de apoderado especial, la protección de su derecho fundamental al debido proceso, presuntamente vulnerado por la autoridad judicial accionada, en el juicio ejecutivo, que instauró en contra de Asesores de Seguros Generales de Vida Ltda. ASGV y Pedro Luis Ospina Sánchez y, consecuencialmente, que se revoque la sentencia de segunda grado, proferida el 27 de octubre de 2009, por constituir vías de hecho y, en su lugar, se le ordene al juez de conocimiento que profiera nuevo fallo, de acuerdo a las pruebas existentes en el expediente y de conformidad con la normatividad aplicable al caso controvertido.
2º. Sustentó su petición en los siguientes hechos relevantes:

2.1. Que en el referido proceso, no le dio valor probatorio al pagaré que en original fue presentado como base del recaudo y dio por afirmada la extinción de ésta obligación bajo la figura jurídica de la “novación”, con base en medios probatorios insuficientes, tales como fotocopias simples de un pagaré con espacios en blancos y carta de instrucciones sin diligenciar, documentos éstos con constancia de “anulados”, además, de la inasistencia de la parte ejecutante a las audiencias de interrogatorio y de exhibición de documentos infirió como hecho probado la inexigibilidad del título valor, cuando esto no tiene respaldo demostrativo en el expediente.


             2.2. Que la sentencia de segunda instancia entraña, una vía de hecho, por cuanto se abstuvo de hacer un análisis riguroso del caudal probatorio y, de manera lacónica, revoco la de primer grado, ignorando que el título base la ejecución se aportó en original y que entraña una obligación clara, expresa y exigible, 
LA RESPUESTA DE LAS AUTORIDADES ACCIONADAS


1º. El Juez titular como el adjunto, estimaron que la actuación en la providencias emitida por el despacho en el proceso en cuestión, no está viciada por vías de hecho, pues advirtieron que la valoración probatoria está amparado en el principio de la autonomía del juzgador, por consiguiente que la sentencia que finiquitó la segunda instancia no puede tildarse de caprichosa ni arbitraria.


2º. Asesores de Seguros Genarales de Vida Ltda.. ASGV y Pedro Luis Ospina Sánchez, demandados en el susodicho proceso, coinciden en su oposición a la petición de tutela, al considerar que el comportamiento injustificable de la quejosa ya sea por desinterés o ardid, contribuyó para que saliera avante la verdad real y poder llevar al  conocimiento del juez esa realidad material del negocio contractual celebrado entre las partes litigantes del pleito en cuestión. 



LA SENTENCIA IMPUGNADA

El Tribunal negó la protección constitucional implorada, porque estimó que el funcionario judicial accionado sí tuvo en cuenta los medios de prueba recaudados, los cuales fueron determinantes para la decisión adoptada. Añadió que la conducta displicente asumida por la parte demandante al no comparecer a rendir interrogatorio y a la exhibición de documentos, de suyo genera las sanciones legales que aplicó debidamente el accionado. De modo que considero que, el juez censurado no realizó apreciación ni una valoración abiertamente irracional que, pueda considerarse como vía de hecho, “por más  que el Tribunal pudiese adelantar una valoración diferente”, pues el funcionario goza de la “discreta autonomía que el juez de tutela no puede desconocer ni socavar (art. 203 ib.), menos aún so pretexto de una apreciación divergente de los medios probatorios acopados.”

LA IMPUGNACION

El peticionario censuró el fallo de primer grado, insistiendo en que no puede tenerse por demostrado la “novación de la obligación sin que se haya comprobado los requisitos exigidos por la ley”, los cuales no pueden suplirse o mejor inferirse de una fotocopia simple del pagaré anulado con una carta también anulada sin instrucciones, negando valor probatorio al original del título, de ahí que solicita al juez constitucional revocar la sentencia emitida por el Tribunal Superior de Bogotá y concederle amparo deprecado.

CONSIDERACIONES

1º. La Corte ha reiterado que la acción de tutela fue instituida como un mecanismo extraordinario para la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, frente a la amenaza o violación que se derive de la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares, en los casos previstos en la ley, sin que pueda erigirse en una vía sustitutiva, alternativa o adicional de los medios ordinarios de defensa que el ordenamiento jurídico ha consagrado para salvaguardarlos.

Del mismo modo, ha insistido en que este instrumento procede contra providencias judiciales, sólo si  representan una vía de hecho, en consideración a que están amparadas por la presunción de certeza y a que no es admisible que el juez de tutela se inmiscuya en la valoración probatoria o interpretación normativa que el juzgador natural realiza en desarrollo de la autonomía e independencia que la Constitución le reconoce.


2º. Revisada la queja constitucional que convoca a la Sala, es inevitable concluir que el amparo deprecado deviene impróspero, toda vez que, no refulgen las vías de hecho enrostradas a la providencia atacada, esto es, la falta e indebida apreciación de las pruebas allegadas, toda vez que la decisión del juez cuestionado de restarle exigibilidad ejecutiva al título valor –pagaré- devino de la confesión ficta de la demandante y la no comparecencia a la exhibición del documento requerida de la parte actora y, no de la copia simple del pagaré y la carta de instrucciones sin diligenciar, que la accionante afirma ocurrió.



En efecto, del examen realizado a las copias allegadas al expediente, se observa que la parte demandante fue convocada a rendir declaración de parte, del mismo modo se le requirió para que exhibiera un documento y a ninguna de ellas asistió, además no  justificó su inasistencia, luego el juez ad quem apoyado en esos indicadores (comportamientos, circunstancias) y valorados en conjunto con las demás pruebas arribó a la conclusión que hoy se cuestiona, la cual no responden al capricho o arbitrariedad del juzgador, pues si se tiene en cuenta que expuso razonadamente el mérito que le asignó a cada prueba y los razonamientos necesarios para fundamentar la conclusión, otro aspecto que debe tenerse en cuenta es que la misma ley es la que indica las consecuencias legales por desacato a la orden judicial (art. 210 y 285 del C. de P. Civil), de ahí que le está proscrito al fallador de tutela inmiscuirse en la labor hermenéutica o valoración probatoria, propias del juez natural. 
                 Además debe ratificarse sobre lo expuesto, que la valoración de los indicios revisten particular importancia en el entendido que no es una facultad del juez, sino un deber legal de apreciarlos y valorarlos al interior del proceso, tal y como lo manda el artículo 250 ibídem, pues actuar en contrario en verdad sí constituiría vía de hecho judicial.


Al respecto la Corte Suprema de Justicia resalta sobre la apreciación de los indicios que: 

           […] el juez debe sopesar de manera muy juiciosa, de una parte, las razones que lo llevan a creer en la existencia del hecho desconocido,  y de la otra, los motivos para no creer en él. En otras palabras, el hecho indicador, de ordinario, presenta un doble cariz: el que indica algo de una manera más o menos probable y el que –aunque menos verosímil- puede contradecirlo y eventualmente podría llegar a ser real –contraindicio-, y como los dos no pueden ser verdaderos al mismo tiempo, conforme el principio filosófico de la contradicción que enseña que una cosa no puede ser y ser al mismo tiempo, se requiere confrontar los dos extremos, de manera tal que de su cotejo pueda deducirse cuál de los dos es el pertinente.”
   


Cuestión distinta es que el accionante esté en desacuerdo con la decisión judicial y la valoración probatoria en la cual se sustenta, pues en ese caso la ley procesal le brinda la opción de impugnarla a través de los recursos, evento acontecido en ese proceso, al interponerse el de apelación ante el juez de segundo grado, con lo cual se agotó el trámite previsto para dicho asunto.


Así las cosas, la Sala privilegiará la presunción de certeza que lleva intrínseca toda decisión judicial y reiterará que este escenario breve y sumario no es el más adecuado para reexaminar la valoración probatoria censurada, en atención a que, de un lado, no es una instancia adicional para reabrir un debate finiquitado y, de otro, que el juez de tutela no dispone de los elementos de juicio que el juez ordinario adquiere durante la fase instructiva del proceso, en desarrollo del principio de inmediación que gobierna el acopio probatorio, como para variar la decisión atacada.


En este orden de ideas y como quiera que la providencia cuestionada no representan una vía de hecho, la Sala confirmará el fallo objeto de impugnación.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA en todas sus partes la sentencia de fecha, contenido y procedencia puntualizados en la motivación que antecede.


Comuníquese a los interesados lo resuelto en esta providencia, por el medio más expedito, y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÉSAR JULIO VALENCIA COPETE
JAIME ALBERTO ARRUBLA PAUCAR

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

PEDRO OCTAVIO MUNAR CADENA

WILLIAM NAMÉN VARGAS

ARTURO SOLARTE RODRIGUEZ
EDGARDO VILLAMIL PORTILLA
� Sentencia de 19 de diciembre de 2005. M.P., Pedro Octavio Munar Cadena
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